
PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE APRUEBAN MEDIDAS URGENTES PARA LA 

EJECUCIÓN DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA 

EN MATERIA DE SERVICIO PÚBLICO DE JUSTICIA, FUNCIÓN PÚBLICA, 

RÉGIMEN LOCAL Y MECENAZGO (PROCEDENTE DEL REAL DECRETO-LEY 

6/2023, DE 19 DE DICIEMBRE). 

 

Enmienda de modificación 

Se modifica el contenido del artículo 47 del proyecto de ley, que pasará a tener la 

siguiente redacción: 

 

 “Artículo 47. – Expediente Judicial Electrónico 

1. El expediente judicial electrónico se define como el conjunto estructurado y 

cronológicamente organizado de datos, documentos y elementos multimedia que 

integran, de forma unificada, todas las actuaciones, trámites y comunicaciones 

correspondientes a un procedimiento judicial. Su aplicación será obligatoria en todos los 

procedimientos que se tramiten por medios electrónicos, garantizando la autenticidad, 

integridad, confidencialidad, trazabilidad y accesibilidad de la información. Esto se 

realizará conforme a la normativa vigente, a los estándares técnicos reconocidos (por 

ejemplo, eIDAS e ISO) y en garantía de igualdad de acceso para todos los usuarios, 

incluidos aquellos con discapacidad o con menor experiencia en herramientas digitales. 

2. El expediente judicial electrónico estará integrado por los siguientes componentes: 

a. Documentos electrónicos que constituyan las actuaciones y trámites procesales. 

b. Registros de actos de comunicación electrónica (notificaciones, requerimientos, 

etc.). 

c. Elementos audiovisuales y grabaciones de videoconferencias, cuando 

correspondan. 

d. Otros soportes digitales que aseguren la integridad y completitud de la actuación 

judicial. 

3. La organización documental incorporará en todo caso un sistema de foliado digital o 

mecanismo equivalente que garantice el orden cronológico de los componentes del 

expediente judicial electrónico indicados en el apartado anterior y la secuencia de los 

acontecimientos procesales, asegurando así la coherencia y la trazabilidad del 

expediente. 

4. Se creará un índice electrónico normalizado y preciso que incluya, además de los 

metadatos, mecanismos de clasificación y búsqueda basados en fechas, eventos 

procesales y otros criterios uniformes definidos reglamentariamente. Dicho índice 

garantizará el acceso ordenado y coherente a la totalidad de la información contenida en 

el expediente, eliminando disparidades en la organización entre distintos juzgados o 

territorios. 

5. Todos los documentos y elementos incorporados al expediente judicial electrónico 

deberán contar con firma electrónica cualificada, conforme a la normativa eIDAS, que 

asegure la identidad del emisor y la integridad del contenido. Se incorporará, asimismo, 

un sello de tiempo electrónico que certifique de forma inmutable la fecha y hora de 

emisión.  



Adicionalmente, se establecerán mecanismos de cifrado y protocolos de seguridad para 

la transmisión y almacenamiento de datos, garantizando así la integridad, 

confidencialidad y autenticidad del expediente. 

6. Cada documento y actuación deberá estar acompañado de un conjunto de metadatos 

mínimos que incluirá, como mínimo lo siguiente: 

a) Identificador único del expediente y del documento. 

b) Fecha y hora de incorporación. 

c) Tipo, clasificación y estado del documento. 

d) Identidad del órgano o emisor responsable. 

e) Versión y referencia al mecanismo de foliado y al orden cronológico aplicado. 

Estos campos conformarán un perfil de metadatos estandarizado, en línea con las 

Normas Técnicas de Interoperabilidad, facilitando el intercambio e integración con otros 

sistemas de la Administración de Justicia. 

7. La remisión del expediente y su acceso se realizará mediante sistemas seguros que 

utilicen canales cifrados y protocolos estandarizados (por ejemplo, REST o SOAP con 

garantías de seguridad).  

8. Todos los operadores jurídicos intervinientes en los procedimientos judiciales, 

incluyendo, en todo caso, jueces y magistrados, miembros de la carrera fiscal, abogados, 

letrados de las Administraciones Públicas, Órganos Constitucionales y entidades del 

sector público, letrados y funcionarios de la Administración de Justicia y del Ministerio 

Fiscal, procuradores y graduados sociales, podrán acceder al expediente judicial 

electrónico en idénticas condiciones, cumpliendo con los estándares técnicos y de 

seguridad vigentes. A tal efecto se establecerán reglamentariamente las medidas 

necesarias para garantizar la interoperabilidad de los sistemas y plataformas de los 

distintos entre los operadores jurídicos.  

9. Los ciudadanos, empresas, y entidades públicas y privadas que sean parte en los 

procedimientos judiciales podrán acceder al expediente electrónico judicial en los 

términos y condiciones que establezcan las normas reglamentarias de desarrollo de esta 

Ley.   

10. Se implementarán en el expediente judicial electrónico mecanismos avanzados que 

incluyan: 

a. Registro de auditoría (logs) de todas las acciones realizadas sobre el expediente, 

garantizando la trazabilidad de accesos, modificaciones y remisiones. 

b. Controles de acceso y autenticación robustos para evitar accesos no 

autorizados. 

c. Un sistema de gestión de versiones que preserve el historial de cambios, 

permitiendo actualizaciones sin comprometer el registro original. 

Estos mecanismos deberán ajustarse a protocolos y estándares de seguridad 

reconocidos, ofreciendo plena garantía en materia de seguridad jurídica digital. 

11. Se establecerá un procedimiento de revisión y actualización periódica de los sistemas, 

criterios técnicos y del perfil del Índice Electrónico. Este proceso se llevará a cabo en 

colaboración con el Ministerio de Justicia, el Comité Técnico Estatal de la Administración 

Judicial Electrónica y representantes de la abogacía, procuradores y otros actores 

relevantes. Esta participación activa asegurará que la normativa y las soluciones 

técnicas respondan a las necesidades del ejercicio profesional y garanticen el derecho 



de defensa, adaptándose a futuros avances tecnológicos y al marco normativo 

(incluyendo la Ley Orgánica 1/2025 y otras disposiciones aplicables).” 

 

JUSTIFICACIÓN 

 

La presente enmienda responde a la necesidad de corregir deficiencias identificadas en 

la implementación del Expediente Judicial Electrónico (EJE) a través de la Plataforma 

HORUS, las cuales afectan directamente el derecho de defensa y el acceso igualitario 

a la información procesal.  

En concreto:  

• Dificultades de acceso y uso para los profesionales, debido a la falta de un 

conjunto completo y funcional de aplicaciones, lo que genera desigualdad en el 

acceso a la documentación procesal. 

• Inconsistencias en la conformación de los expedientes, ya que cada juzgado 

organiza los documentos según criterios propios, generando falta de uniformidad 

y problemas de foliado digital y orden cronológico. 

• Fallos en la interoperabilidad entre sistemas territoriales, que impiden el acceso 

homogéneo a la información y ponen en riesgo la integridad y trazabilidad de los 

expedientes. 

• Ausencia de una regulación clara en cuanto a la definición del Índice Electrónico 

y los protocolos de acceso, lo que puede vulnerar el derecho de defensa y 

generar inseguridad jurídica. 

Además, existe la necesidad de incorporar mecanismos de participación activa de la 

abogacía y la procura en el desarrollo y actualización de la plataforma, para asegurar 

que la normativa responda a las necesidades del ejercicio profesional y garantice la 

igualdad de condiciones. 

Los problemas descritos pueden suponer una vulneración de principios esenciales 

recogidos en diversas normas nacionales e internacionales, entre ellas: Artículo 6.1 del 

Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH); artículo 14.1 y 14.3.a) del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP); artículo 24.1 y 24.2 de la 

Constitución Española; artículo 3.2 de la Ley Orgánica 5/2024, del Derecho de Defensa; 

artículo 234.2 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial; y  artículo 6.2.b) del Real 

Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre 

Con base en lo anterior, esta enmienda propone una regulación detallada y técnica del 

EJE que refuerce los aspectos de accesibilidad, uniformidad, seguridad, 

interoperabilidad y participación de los actores profesionales. 

 

 

 


